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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-003-2007-00530-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
LILIAN BERRÍO SAENZ

Demandado

:
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 



COLFONDOS S.A.
Juzgado de Origen
: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                              : 
Para acceder al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes la cónyuge debe acreditar la calidad con que actúa a través del ORIGINAL O  LA COPIA AUTÉNTICA del registro civil de matrimonio. Igualmente debe probar que a la fecha de fallecimiento del cónyuge afiliado sostenía una convivencia efectiva con él.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0053 

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los dos (02) días del mes de julio del año dos mil nueve (2009), siendo las cinco de la tarde (05:00 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES –en uso de permiso-,  en asocio del señor Secretario Ad-hoc  JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora LILIAN BERRÍO SAENZ en contra de la COMPAÑÍA COLOMBIANA ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y  CESANTÍAS -COLFONDOS S.A.-. 

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

SENTENCIA:

Pasa la Sala a desatar el grado jurisdiccional de consulta contra la sentencia emitida el 20 de febrero de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS a reconocer y pagar en favor de la señora LILIAN BERRÍO SAENZ, el derecho a la pensión de sobreviviente con pago retroactivo de las mesadas correspondientes desde la fecha del fallecimiento del señor DIEGO ARÍSTIDES VALENCIA con la correspondiente indexación, el pago de intereses moratorios y de las costas del proceso.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que su esposo DIEGO ARÍSTIDES VALENCIA LÓPEZ, estuvo afiliado desde el año 1975 y hasta el 27 de noviembre de 1997 al Instituto de los Seguros Sociales, fecha en la que se trasladó a COLFONDOS como trabajador dependiente de la empresa BERRIO Y CIA. Ltda, quien estuvo realizando los aportes hasta el 25 de mayo de 2004.
Que el señor Diego Arístides Valencia, falleció el 02 de julio de 2006, y en le mes de septiembre de ese mismo año se inició el trámite para el reconocimiento de la “pensión por invalidez y muerte”, solicitud que le fuer rechazada por COLFONDOS S.A., bajo el argumento que el afiliado no acreditaba las 50 semanas en los tres años anteriores a su fallecimiento como lo exige el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 860 de 2003 y solo se registran aportes entre el 2 de julio de 2003 y febrero de 2004 con un total de 34 semanas. 

Por su parte la entidad demandada, le informa a la hoy demandante que desconoce las anteriores cotizaciones realizadas por el afiliado ante el I.S.S, por lo que solicitó al ISS la historia laboral del fallecido, donde se acredita un total de 306.4286 semanas de cotización, con base en ello, se colige que COLFONDOS S.A. no ha gestionado el traslado del bono pensional, y propone a la demandante, la devolución de lo aportado, en proporción al bono pensional. Se dice que el afiliado fallecido alcanzó la fidelidad al sistema de que trata el artículo 46 literal a de la Ley 100 de 1993. 

Según la demandante su esposo falleció con ocasión de la enfermedad de origen común que lo incapacitó totalmente y la pérdida de su capacidad laboral era del 100%, por esta razón el fondo administrador de pensiones, no podía desconocer el derecho que tenia a la pensión por incapacidad permanente.

Frente a la situación de la demandante, se instauró acción de tutela, la cual no prosperó pues resulta improcedente cuando existen otros medios idóneos para reclamar la pensión. 

 Aduce la accionante que lo que hoy reclama es un derecho adquirido con ocasión de la invalidez de su esposo, y que por razones emocionales y económicas, no realizó la respectiva acciones.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos expuestos en la demanda, niega otros tantos y aduce que no le constan los hechos relacionados con las condiciones personales de la demandante. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “FALTA DE CAUSA PARA PEDIR”, “PRESCRIPCIÓN” y la “INNOMINADA o GENÉRICA”.

Dentro del mismo término, presentó escrito de llamamiento en garantía para vincular al proceso a la COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLÍVAR S.A., con el fin de obtener de esa Compañía la suma adicional requerida para financiar el capital necesario para el eventual pago de la pensión reclamada por la demandante. 

III. CONTESTACIÓN DEL LLAMADO EN GARANTÍA 

La Compañía de Seguros Bolívar S.A. por medio de su representante respondió la demanda, aduciendo que no son ciertos algunos hechos de la demanda, asume como ciertos otros tantos. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda, argumentando que no se cumplen a cabalidad los requisitos de ley para acceder a la pensión de sobrevivientes deprecada.
De otra parte, admitió la totalidad de los hechos expuestos en el llamamiento en garantía y se opuso a las pretensiones del mismo, manifestando que la aseguradora sólo estará llamada a responder en el evento en que el asegurado (Colfondos), sea judicialmente declarado responsable de hacer algún pago en relación al contrato de Seguro contenido en la Póliza Provisional de Seguros Colectiva de Invalidez y Sobrevivencia. 

Propuso como excepciones de fondo las que denominó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DE RECONOCER LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES A LA DEMANDANTE POR NO REUNIR LOS REQUISITOS LEGALES PARA EL EFECTO”, “ INEXISTENCIA DE AMPARO POR INCUMPLIMIENTO DE LA CONDICIÓN 1ª, NUMERAL 2, Y CONDICIÓN 3ª NUMERAL 6 DE LAS CONDICIONES GENERALES DE LA PÓLIZA”, “LÍMITES DE COBERTURA CONTEMPLADOS EN LA PÓLIZA DE SEGURO INVALIDEZ Y SOBREVIVIENTE N° 5030-0000002-01”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “PRESCRIPCIÓN”, y la “INNOMINADA”

IV. LA SENTENCIA CONSULTADA
Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de consulta en la que resolvió absolver a LA COMPAÑÍA COLOMBIANA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. -COLFONDOS, y a la llamada en garantía COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLÍVAR S.A.,  de todas las pretensiones de la demanda presentada en su contra por la señora LILIAN BERRÍO SAENZ y la condenó en costas en un 100%

Para arribar a la anterior determinación, expresó que no quedó plenamente demostrado en el proceso la muerte del señor Diego Arístides Valencia, ni el vínculo matrimonial que la accionante aduce tuvo con él, pues la prueba de la muerte y la prueba de la condición de cónyuge, no obran en el plenario, toda vez que la copia del registro civil defunción y la del registro civil de matrimonio fueron aportadas de manera informal, las cuales carecen de valor probatorio, además la convivencia al momento del fallecimiento tampoco se demostró, toda vez que ni siquiera se solicitó la práctica de prueba testimonial para tal fin. 
V. PROCEDENCIA DE LA CONSULTA
La Consulta es un segundo grado de competencia funcional, destinada a que el superior revise oficiosamente las sentencias proferidas por el a quo en determinados asuntos.
En el caso bajo estudio, en atención de lo dispuesto en el artículo 69 del Código de Procedimiento Laboral, procede la presente consulta porque la sentencia de primer grado fue totalmente adversa a las pretensiones del trabajador. 

VI. CONSIDERACIONES
1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.
2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿La copia simple del registro civil de matrimonio es prueba idónea para acreditar el estado civil de una persona – casado-, y con base en ella acceder al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes?

b. ¿La cónyuge que pretende acceder al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, tiene la obligación de acreditar que convivía al momento del fallecimiento con el afiliado?

3. Caso Concreto:
Asistida de un profesional del derecho, pretende la señora Lilian Berrio Saenz, que le sea reconocida la pensión de sobrevivientes como consecuencia del fallecimiento de su cónyuge Diego Aristides Valencia López, y para lograr el éxito de sus pretensiones adosa con la demanda copia informal de los registros civiles de defunción y de matrimonio, para acreditar el fallecimiento de éste último y la calidad de cónyuge supérstite del afiliado fallecido, respectivamente.
La sentencia de primera instancia no acogió las pretensiones de la actora, basándose en que las pruebas documentales mediante las cuales se buscaba acreditar el estado civil de la demandante y del afiliado fallecido no cumplía con las formalidades legales, así como tampoco se había probado que al momento del fallecimiento del afiliado  la pareja conformada entre la demandante y el señor Valencia López, convivía efectivamente.


Observado el contenido de los escritos presentados por los apoderados de las entidades demandada y llamada en garantía, se colige que comparten rotundamente lo esgrimido por la funcionaria de primera instancia, toda vez que se remiten a reforzar los argumentos relacionados con la omisión probatoria en que incurrió quien promovió la presente acción judicial.

Así las cosas, se hace necesario para esta Colegiatura analizar si esas dos afirmaciones realizadas en sede de instancia, se identifican con el precedente jurisprudencial que en cada caso ha expuesto esta Sala de Decisión. Así se procederá:
a. Formalidades que deben cumplir los documentos que pretenden probar el estado civil de una persona:


Reposan a folios 10 y 11 del expediente fotocopias del registro civil de defunción de quien en vida correspondía al nombre de Diego Aristides Valencia López, y de matrimonio religioso contraído entre el precedentemente mencionado y la señora Lilian Berrio Saenz, las que al ser detenidamente revisadas se encuentra que son fotocopias simples, esto es, no ajustadas a las exigencias del Decreto 1260 de 1970, para que produzcan los efectos probatorios respectivos. 


Se colige de lo anterior, que la actora a quien le competía la carga de probar que ostentaba la calidad de cónyuge respecto del afiliado fallecido, sólo allegó copia simple del registro civil de matrimonio, es decir que, tal como lo indicó la a-quo, la parte demandante no probó en legal forma la calidad de cónyuge, al ser el registro aportado al folio 11 un documento que no es idóneo para comprobar el estado civil aludido, según lo dispuesto en el artículo 105 del Decreto 1260 de 1.970, según el cual “Los hechos y actos relacionados con el estado civil de las personas, ocurridos con posterioridad a la vigencia de la Ley 92 de 1938, se probarán con copia de la correspondiente partida o folio, o con certificados expedidos con base en los mismos”, que debe ser de carácter público, esto es, expedido por los respectivos notarios.


En efecto, según el Decreto 1260 de 1.970, el estado civil de las personas, entendido como su situación jurídica en la familia y la sociedad, que determina su capacidad para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones, es indivisible, indisponible e imprescriptible y está íntimamente ligado al canon 14 de la Carta Política sobre el reconocimiento de la personalidad jurídica, del cual hacen parte, entre otros, el nacimiento y el matrimonio; mismo que debe constar en el respectivo registro público y sus copias y certificaciones son instrumentos públicos (Art.1,5,101). Se prueba con copia de la correspondiente partida notarial o folio, o con certificaciones expedidas con base en ellos (Art.105).



Debe ser pues un documento público el requerido, como en el caso debatido para probar el estado civil y, por tanto, debe cumplir con las solemnidades ad probationem de aportación en original o autenticado, emitido por funcionario público –notario– que no permita duda del funcionario que la expide, elabora o suscribe.

Careciendo, entonces, los documentos adosados a la demanda de la nota de autenticación respectiva, adolecen de valor probatorio para los fines procesales perseguidos.

El asunto de marras, ya ha sido materia de pronunciamiento por esta Corporación en los siguientes términos
: 

“El asunto que motiva la apelación, tiene que ver con la prueba del estado civil de matrimonio, la cual se aportó como copia simple al plenario y que, en concepto de la censora, debió allegarse su original en virtud de los poderes oficiosos del Juez de primer grado. Se analizará igualmente la validez del original de dicho documento con el escrito de apelación.

Lo primero que debe decirse, es que en materia laboral, existe el principio de libertad probatoria y libre apreciación de las pruebas, lo que implica que las partes tienen la facultad de probar por cualquier medio de convicción los supuestos fácticos de las normas que consagran los efectos jurídicos pretendidos y, a su vez, se autoriza para que el operador judicial valore, sin sujeción a tarifas legales, el haz probatorio que obre en un proceso. 

Sin embargo, estos dos principios del derecho probatorio encuentran una excepción en los ad substanciam actus o actos solemnes, que son asuntos para los cuales la ley exige el cumplimiento de ciertas formalidades.

El estado civil de las personas, es uno de los asuntos a los que el legislador le estableció solemnidades para su establecimiento, conservación y prueba.

En efecto, en el Decreto 1260 de 1970 se establecieron las entidades, procedimientos y mecanismos para el manejo de todo lo relativo al estado civil. En el título X de dicho texto legal –arts. 101 y ss-, se establece lo relativo a su prueba. El canon 101, a tenor literal expresa: “El estado civil debe constar en el registro del estado civil. El registro es público, y sus libros y tarjetas, así como las copias y certificaciones que con base en ello se expidan, son instrumentos públicos”. (negrillas de la Sala). 

De este texto se deriva, sin hesitación alguna, que el medio de prueba para la acreditación del estado civil no es otro diferente al registro, expedido por la autoridad competente y con el lleno de los requisitos legales.

De ahí que, una copia simple carezca de valor para acreditar la situación civil de una persona, menos aún cuando carece de los presupuestos contenidos en el artículo 254 del Estatuto Adjetivo Civil, como lo es la autorización del notario o director de oficina administrativa o secretario judicial previa orden del juez, o autenticadas por notario o compulsadas del original en desarrollo de una inspección judicial. 

Tampoco es viable que, en aplicación del artículo 54 A del Código Procedimental Laboral, se le otorgue valor a las copias simples de los registros y certificados expedidos por notarios y registradores, por cuanto de haberlo querido así el legislador lo hubiera consagrado expresamente en la lista de tal canon, la que es taxativa y en la que no figuran, las reproducciones simples de tales documentos como validas dentro del proceso laboral, lo que se traduce a su vez, en que dicho instrumento debe cumplir con los presupuestos de que trata el artículo 254 de la Obra Instrumental Civil.

En el presente asunto, la copia informal del registro civil de matrimonio –fl. 11- allegada con el libelo introductorio, carece de cualquiera de los presupuestos establecidos en el canon citado del procedimiento civil, para tener la validez del documento original, por lo que carece de vocación demostrativa del vínculo marital del pretensor con la señora Ofelia Galvis”.

b. Del requisito de convivencia entre la demandante y el afiliado fallecido:


Ahora bien, queda por establecer el requisito de la convivencia existente entre la actora y el causante, exigido por el literal a) del artículo 13 de la Ley 797 de 2003.

Se colige de la norma citada, que el derecho a la pensión de sobrevivientes desaparece ante la ausencia de vida en común entre los cónyuges, es pues, presupuesto de elemental exigencia, la convivencia del causante con quien pretende el derecho.

 Y, al respecto, en el expediente no milita prueba alguna idónea respecto a la requerida convivencia; resulta inexplicable que el apoderado de la parte actora haya obviado la prueba del presupuesto de la convivencia que tiene su razón de ser en las normas citadas anteriormente y cumple el objetivo de conceder la pensión de sobrevivientes precisamente a la persona que al momento del deceso del causante se encontraba haciendo vida marital con él, para protegerla ante la falta del ser de quien recibía manutención y sustento. 

Al observar la demanda se advierte que el apoderado de la actora ni siquiera solicitó prueba testimonial dirigida a probar la convivencia, solo se limitó a expresar en relación con las pruebas testimoniales, que “las que estime convenientes para el desarrollo de la demanda incoada”, como si el operador jurídico que es totalmente ajeno a la esfera personal de los sujetos procesales tuviera por ese solo hecho, los elementos de juicio suficientes para determinar quien debía rendir sus declaraciones, aunado a ello, debe aclararse que tampoco podía la Jueza de primera instancia, de oficio, decretar dicha prueba porque las facultades para ello no pueden extralimitarse al punto de suplir la negligencia u omisión de la parte interesada en probar los requisitos legalmente exigidos, so pena de obrar en forma parcializada. 

Por lo visto, los fundamentos que motivaron la decisión de primera instancia fueron acertados, por lo que no queda otro camino que proceder a su confirmación.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en Nombre de la República de Colombia y por Autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR en su integridad la sentencia proferida el 20 de febrero de 2009, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora LILIAN BERRIO SAENZ contra la COMPAÑÍA COLOMBIANA ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y CESANTÍAS – COLFONDOS S.A-.
SEGUNDO.- Sin condena en costas por tratarse de este grado jurisdiccional de consulta.

 CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: El suscrito Secretario deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.
Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES







(Con permiso)
JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ
Secretario Ad-hoc
� M.P. Dr. Francisco Javier Tamayo Tabares. Rad. 2008-00430,  Dte: Fabio García Ramírez. Ddo: ISS. Acta N° 005 del 05 de Febrero de 2008.








